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Q Mientras el Gobierno busca un
préstamo de $3,000 millones en el
mercado de bonos municipal, tam-
bién se prepara para recortar unos
$1,500 millones del presupuesto para
el año fiscal 2015.

La reducción, que se daría en par-
tidas como la fórmula de la Univer-
sidad de Puerto Rico (UPR) y en con-
venios colectivos, es prácticamente el
doble del recorte de $820 millones que
el gobernador Alejandro García Pa-
dilla anunció hace poco más de un
mes. La promesa no libró a Puerto
Rico de la acción adversa por parte de
Standard & Poor's, Moody's Inves-
tors Service y Fitch Ratings.

“Me parece que es lamen-
table que el gobierno de
nuestro propio país no
nos trate con la misma
inteligencia, respeto y
transparencia con que
trata a los bonistas”, dijo
el economista Orlando So-

tomayor, en referencia al prospecto de
la emisión de obligaciones generales
(GOs, por sus siglas en inglés). Es en
este documento en el que el Gobierno
detalló las partidas de gasto que están
en la mira.

Sotomayor sostuvo que muchos de
sus homólogos sospechaban del al-
cance de los ajustes, “pero ahora lo
tenemos en blanco y negro”.

“Asumiendo que los ingresos para el
año fiscal 2015 no aumenten en re-
lación a los ingresos del año fiscal
2014, eso requeriría reducciones en
gastos de $1,500 millones o más en el
año fiscal 2015”, indica el prospecto.

Si el plan divulgado en el prospecto
es certero y el Gobierno decide irse
por la ruta de la austeridad, el impacto
económico sería “muy fuerte”, dijo
por su parte, Sergio Marxuach, direc-
tor de Política Pública del Centro para
una Nueva Economía (CNE).

El director ejecutivo de la Oficina de
Gerencia y Presupuesto (OGP), Carlos
Rivas, no estuvo disponible para con-
testar las preguntas de El Nuevo
Día.

Se indicó que a raíz de la emisión de

bonos, que comenzará a venderse ma-
ñana, el equipo fiscal del Gobierno se
encuentra en “período de silencio”,
una frase técnica que utilizan los ban-
queros para referirse a los días o se-
manas previas a un evento importan-
te como el cierre de una transacción o
la presentación de estados financie-
ros.

Al parecer, reducir el gasto público
es un camino inevitable para García
Padilla. Ello porque en el mismo pros-
pecto, y según El Nuevo Día reveló el
viernes, el Gobierno también aceptó
que la emisión de $3,000 millones po-
dría agotar el margen que otorga la
Constitución para tomar prestado.

Al igual que el individuo, cuya tar-
jeta de crédito ha llegado al límite,
agotar el margen constitucional im-
plica que ahora Puerto Rico -especí-
ficamente el Gobierno central- no po-
drá recurrir a un préstamo para dar
aire a sus finanzas públicas a menos
que enmiende la Constitución.

En el documento de oferta de los
GOs, el Gobierno reitera que se pro-
pone recortar gastos para cerrar el
déficit de $820 millones que exhibía el
presupuesto vigente. De esa cifra, la
Administración García Padilla ya re-
dujo unos $170 millones. Por ende, de
cara a julio próximo, habría que cor-
tar otros $650 millones.

CIERRAN LA LLAVE. Aparte de ese
ajuste, se indica en el prospecto que el
Gobierno también busca frenar el
alza que experimentaría el presu-
puesto solo por la aplicación de leyes
vigentes.

Por ejemplo, la partida de convenios
colectivos aumentaría $173 millones a
partir de julio. Las fórmulas que apli-
can a la UPR, la judicatura y los mu-
nicipios tendrían otra alza de $132 mi-
llones.

A partir de julio próximo, el Gobier-
no también tendrá que pagar $46 mi-
llones adicionales en la aportación pa-
tronal al plan de retiro. Este aumento
es parte de los ajustes que se apro-
baron, tanto por la administración de
Luis Fortuño como por García Padilla,
para modificar los beneficios que
otorga la Administración de los Sis-
temas de Retiro (ASR).

A eso se agrega que los contribu-

yentes tendrán que pagar $64 millo-
nes para la reforma de la Policía en
virtud del acuerdo con las autoridades
federales. Las tarifas de agua y luz le
costarían al propio Gobierno otros
$38 millones.

En paralelo, el pago anual a los bo-
nistas -y que sale del Fondo General-
aumentaría $125 millones. Esta cifra
no incluye el pago de la emisión que se
tomará esta semana. Al presente, casi
el 13% del dinero que ingresa al Fondo
General se utiliza para pagar a los bo-
nistas. En este año fiscal, el pago anual
a los bonistas totaliza unos $1,157 mi-
llones, casi el doble de lo que se pa-
gaba en el 2001.

En total, los aumentos prefijados im-
plicarían otros $742 millones, que su-
mados a la cifra que dio el Primer
Ejecutivo alcanzan unos $1,562 millo-
nes.

LA CLASE MEDIA, OTRA VEZ. De acuer-
do con Sotomayor y Marxuach, sea
por el lado de salarios o por las
fórmulas al primer centro docente de
la Isla, lo seguro es que el ajuste
implicaría otro rudo golpe a una ciu-

“Un recorte de esa
magnitud es casi
inimaginable. En

términos relativos,
sería superior a la Ley

7, que tanto trauma
social causó y también
sería superior al último
ajuste que se dio hace

un año”

ORLANDO SOTOMAYOR
Ec o n o m i st a

“Ya no estamos
hablando de recortar

grasa o gastos
superfluos, sino de

afectar servicios
básicos”

SERGIO MARXUACH
Director de Política Pública, CNE

8 El Gobierno acepta que si los recaudos del Fondo General
no crecen lo suficiente habrá que recortar $1,500 millones
8 Esa cantidad duplica la reducción que había anunciado
hace más de un mes el gobernador Alejandro García Padilla
8 La información está contenida en un documento que fue
distribuido a los inversionistas, con detalles de los recortes
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